
Ley 23/2014, de 20 de noviembre, de reconocimiento mutuo de 

resoluciones penales en la Unión Europea. 

 

Artículo 32. Motivos generales para la denegación del reconocimiento 

o la ejecución de las medidas solicitadas. 

1. Las autoridades judiciales españolas no reconocerán ni ejecutarán 

las órdenes o resoluciones transmitidas en los supuestos regulados 

para cada instrumento de reconocimiento mutuo y, con carácter 

general, en los siguientes casos: 

a) Cuando se haya dictado en España o en otro Estado distinto al de 

emisión una resolución firme, condenatoria o absolutoria, contra la 

misma persona y respecto de los mismos hechos, y su ejecución 

vulnerase el principio non bis in idem en los términos previstos en las 

leyes y en los convenios y tratados internacionales en que España sea 

parte y aún cuando el condenado hubiera sido posteriormente 

indultado. 

b) Cuando la orden o resolución se refiera a hechos para cuyo 

enjuiciamiento sean competentes las autoridades españolas y, de 

haberse dictado la condena por un órgano jurisdiccional español, la 

sanción impuesta hubiese prescrito de conformidad con el Derecho 

español. 

c) Cuando el formulario o el certificado que ha de acompañar a la 

solicitud de adopción de las medidas esté incompleto o sea 

manifiestamente incorrecto o no responda a la medida, o cuando falte 

el certificado, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 19. 

d) Cuando exista una inmunidad que impida la ejecución de la 

resolución. 

2. La autoridad judicial española también podrá denegar el 

reconocimiento y la ejecución de una resolución cuando ésta se haya 

impuesto por una infracción distinta de las reguladas en el apartado 1 

del artículo 20 que no se encuentre tipificada en el Derecho español, o 

en el apartado 2 del mismo artículo cuando tampoco esté tipificada en 

España y se trate de una resolución por la que se imponen sanciones 

pecuniarias. 

3. La autoridad judicial española podrá denegar el reconocimiento y 

la ejecución de una orden o resolución cuando se refiera a hechos que 

el Derecho español considere cometidos en su totalidad o en una parte 

importante o fundamental en territorio español. 
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